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BOLETÍN TRIBUTARIO – 155/23 
 
 

ACTUALIDAD NORMATIVA – DOCTRINARIA - JURISPRUDENCIAL 
 
 

I. TASA DE INTERÉS MORATORIO PARA EFECTOS 
TRIBUTARIOS:  40.05%EA (1 AL 30 DE SEPTIEMBRE DE 2023) 
 
De acuerdo con el Comunicado de Prensa y la Resolución No. 1328 del 
31 de agosto de 2023, expedidos por la Superintendencia Financiera de 
Colombia, y según lo establecido por el artículo 6351 del Estatuto 
Tributario, la tasa de interés moratorio para efectos tributarios se fija 
en 40.05% efectivo anual para el período comprendido entre el 1 al 30 
de septiembre de 2023. 
 
Anexos: Comunicado de Prensa – Resolución 1328/23 
 

 
II. DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 
 

 EL 7 DE SEPTIEMBRE INICIAN LOS VENCIMIENTOS 
PARA EL RÉGIMEN PRECIOS DE TRANSFERENCIA, AÑO 
GRAVABLE 2022 Y FRACCIÓN 2023 

 
La DIAN emitió comunicado de prensa destacando: 
 
“La Subdirección Operativa de Fiscalización y Liquidación 
Internacional informa a los contribuyentes obligados al régimen de 
precios de transferencia, que: 
 
1)    Los plazos establecidos para presentar la Declaración Informativa 
de Precios de Transferencia y el Informe Local de la Documentación 
Comprobatoria año gravable 2022 y fracción 2023, inician el 7 de 
septiembre hasta el 20 de septiembre de 2023. (Artículos 
1.6.1.13.2.28 y 1.6.1.13.2.29 del Decreto 1625 Único Reglamentario 

                                                 
1 “Para efectos de las obligaciones administradas por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, el 
interés moratorio se liquidará diariamente a la tasa de interés diario que sea equivalente a la tasa de usura 
vigente determinada por la Superintendencia Financiera de Colombia para las modalidades de crédito de 
consumo, menos dos (2) puntos. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales publicará la tasa 
correspondiente en su página web". (Subrayado fuera de texto) 
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en Materia Tributaria modificado por el Decreto 2487 del 16 de 
diciembre de 2022). 
 
2)   El prevalidador para el año gravable 2022, se encuentra disponible 
para ser descargado desde el portal de la DIAN en el siguiente enlace: 
 
https://www.dian.gov.co/Transaccional/Paginas/Prevalidadores.aspx    
 
Debe dar clic en la sección “IMPUESTOS" y buscar el prevalidador 
que se identifica como “Precios de Transferencia (Año gravable 
2022) Versión 3.5.0-23." 
 
3)    El sistema informático para la presentación de la Declaración 
Informativa de Precios de Transferencia-Formulario 120 y el Formato 
1125 Versión 13 para el año gravable 2022, se encuentran disponibles. 
 
4)    Respecto a la documentación comprobatoria, se encuentra 
disponible el Sistema Informático para el envío del Informe Local con 
el código de formato 1729 -Versión 8, para el año gravable 2022. En el 
caso del Informe Maestro, si bien los vencimientos son en diciembre, 
igualmente, el sistema ya se está disponible para que los contribuyentes 
puedan enviarlo con el código de Formato 5231 -Versión 2, para el año 
gravable 2022.  
 
Para mayor información, puede consultar la Resolución 1210 del 5 de 
agosto de 2022, en el siguiente link: 
 
https://www.dian.gov.co/normatividad/Normatividad/Resoluci%C3
%B3n%20001210%20de%2005-08-2022.pdf 
 
Los manuales para la presentación de las obligaciones de precios de 
transferencia se encuentran en: 
 
https://www.dian.gov.co/Transaccional/Paginas/Manuales-
presentacion-precios-de-transferencia.aspx”. 

 

 PUBLICACIONES DIAN 
 
A continuación nos permitimos detallar las más recientes 
publicaciones divulgadas por la DIAN en su página web: 
 

o BOLETÍN JURÍDICO TRIBUTARIO - Publicación 
mensual - julio 2023 
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o LUCHA CONTRA LA EVASIÓN Y EL 
CONTRABANDO - Informe Enero - Junio 2023 

 
 

III. CONSEJO DE ESTADO 
 

 EGRESOS DEDUCIBLES EN EL RÉGIMEN TRIBUTARIO 
ESPECIAL: CONTRATOS DE ACREDITACIÓN - Sentencia 
26910 de 2023 

 
Resaltó la Sala: 
 
“Planteado lo anterior, corresponde a la Sala determinar si los pagos 
por $327.998.000 deducidos tenían la calidad de donaciones, y por 
tanto si su carácter deducible debía examinarse conforme a lo dispuesto 
en los artículos 125 y siguientes del Estatuto Tributario; o si, no siendo 
donaciones, tenían relación de causalidad y necesidad con el objeto 
social de la demandante según lo contempla el Decreto 4400 de 2004 
(modificado por el Decreto 640 de 2005) que en su artículo 4 prevé que 
se consideran egresos deducibles aquellos realizados en el respectivo 
período gravable, que tengan relación de causalidad con los ingresos o 
con el objeto social. 
 
(…) 
 
De acuerdo con la definición y los criterios expuestos, el contrato de 
donación se perfecciona con el acuerdo de voluntades del donante y del 
donatario, y exige la tradición de los bienes para el traslado de dominio 
en la mencionada operación. Requisitos que no se cumplen en el 
presente caso, toda vez que en el contrato de acreditación suscrito con 
los artesanos no existe una transferencia de dominio de los bienes a 
título gratuito y a favor de estos, pues lo transferido no proviene del 
patrimonio de Corpocarnaval sino de entidades públicas y terceros.   
 
Para la Sala, los contratos de acreditación suscritos por Corpocarnaval 
con los diferentes artistas son atípicos para los cuales no se ha 
establecido una regulación específica que describa sus características, 
esencia, forma, origen y ejecución. Este tipo de contrato se rige 
principalmente por las normas generales, así como por las normas que 
rigen sus similares, pero en tanto no encuentra asiento o límites en 
ninguna disposición legal específica, la voluntad contractual prevalece 
a la hora de fijar las condiciones de su alcance y cumplimiento. 
 
(…) 
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Así, se observa que los pagos por $327.998.000 se efectuaron por parte 
de Corpocarnaval a los artistas con ocasión de los contratos de 
acreditación, no constituyen en donaciones, dado que si bien hay un 
acuerdo de voluntades, en ellos se acordó además de un pago por 
“aporte de calidad”, que debía invertirse en la obra a elaborarse, se 
debía constituir una garantía por parte de los acreditados para 
asegurar su cumplimiento, lo cual genera que su aceptación no sea a 
título gratuito dado que la totalidad del aportes debía ser destinado a 
la obra artística.    
 
Por lo anterior, resulta que el pago de los $327.998.000 tenía un nexo 
causal con el objeto cultural de Corpocarnaval, por lo que tales 
erogaciones cumplen con los requisitos del artículo 4 del Decreto 4400 
de 2004 (modificado por el Decreto 640 de 2005) para ser considerados 
como gastos deducibles, y no como donaciones como los pretendía el 
ente de fiscalización. Por ello, el cargo de apelación de la entidad 
demandada no prospera”. 

 
 

IV. CONSEJO TÉCNICO DE LA CONTADURÍA PÚBLICA (CTCP) 
 
 CTCP DIRIGE COMUNICACIÓN A LA SUPERINTENDENCIA 

DE SOCIEDADES EN LA QUE CONSAGRA 
OBSERVACIONES EN RELACIÓN CON CONCEPTO 
EMITIDO SOBRE EFECTOS JURÍDICOS DE LA 
DESIGNACIÓN DEL REVISOR FISCAL 

 
El CTCP expidió comunicado de prensa subrayando: 
 
“El Consejo Técnico de la Contaduría Pública -CTCP-, previa aprobación 
en sesión ordinaria del lunes 28 de agosto de2023, decidió el envío de 
comunicación oficial a la Superintendencia de Sociedades bajo la 
referencia Efectos jurídicos de la designación del revisor fiscal concepto. 
Oficio 220-142346 de 2023. 
 
A continuación, reproducimos el texto completo: 
 
Leído el concepto emitido recientemente por la Superintendencia de 
Sociedades mediante oficio del asunto, el Consejo Técnico de la Contaduría 
Pública (CTCP) en su carácter de Organismo Orientador técnico-
científico de la profesión y Normalizador de las Normas de Contabilidad, 
de Información Financiera y de Aseguramiento de la Información, 
conforme a las normas legales se permite plantear en forma comedida las 
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siguientes observaciones en relación con el concepto emitido por ustedes 
sobre: “Efectos jurídicos de la designación del revisor fiscal.” en el cual 
exponen en el numeral 2: 
 
“Efectos jurídicos de la designación del revisor fiscal. Oficio 220-
142346 de 2023 
Publicado el 16 de agosto de 2023 (…) 
  
“2. A partir de qué momento son válidas las firmas del revisor fiscal, desde 
su nombramiento o de sus registros en cámara?”. (sic) 
  
Con el alcance indicado, este Despacho se permite resolver la consulta en 
los siguientes términos: 
  
Sobre el particular, esta Oficina a través de Oficio No. 220-49546 de 
20141 se pronunció en los siguientes términos: 
  
“(…) de acuerdo con el artículo 164 del Código de Comercio, “Las 
personas inscritas en la cámara de comercio del domicilio social como 
representantes de una sociedad, así como los revisores fiscales, conservarán 
tal carácter para todos los efectos legales, mientras no se cancele su 
inscripción mediante el registro de un nuevo nombramiento o elección. 
  
La simple confirmación o reelección de las personas ya inscritas no 
requerirá de nueva inscripción”. 
  
Al respecto, la Corte Constitucional en Sentencia C-621 del 29 de julio de 
2003, al pronunciarse sobre la constitucionalidad de los artículos 164 y 
442 del Código de Comercio, afirmó lo siguiente: “del texto de los artículos 
acusados no se deduce con claridad si los efectos de la falta de inscripción 
del “nuevo nombramiento” se producen únicamente frente a terceros. En 
efecto, las normas no sólo no lo señalan, sino que el artículo 164 dice que 
el representante o revisor “para todos los efectos legales” continuará 
siendo el que aparece inscrito. Aunque es dable pensar que el conocimiento 
que tengan los socios respecto de la causa que puso fin al ejercicio del cargo 
hace que frente a ellos y a la sociedad sí sea oponible la desvinculación y 
que por lo tanto ante ellos no exista la responsabilidad inherente a la 
función de representante legal o revisor fiscal, en cierta clase de sociedades, 
especialmente en las anónimas, no es presumible el conocimiento general 
por parte de los socios respecto de la renuncia, remoción, muerte o 
cualquier otra causa de retiro del cargo. 
  
El precepto normativo permite concluir que el registro del 
nombramiento de representante legal o revisor fiscal tiene un 
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carácter constitutivo, en cuanto a que los efectos jurídicos de la 
designación no se producen sino con la inscripción en la Cámara de 
Comercio, pues la norma expresamente señala que para todos los efectos 
legales quien figure como revisor o representante legal, lo seguirá siendo 
hasta tanto continúe inscrito en el registro mercantil”. 
  
En línea con lo anterior, la Corte Constitucional2 determinó lo siguiente: 
  
“Como puede verse, el alcance normativo de las anteriores disposiciones 
(Se refiere a los artículos 164 y 442 del Código de Comercio) consiste en 
establecer que la designación de representantes legales y revisores 
fiscales sólo produce efectos jurídicos cuando ha sido inscrita en el 
registro mercantil. Ahora bien, cuando por cualquier causa (renuncia, 
remoción, muerte, etc.), la persona cuyo nombre aparece inscrito deja de 
ocupar cargo, el sólo registro de este hecho no es suficiente para que cesen 
sus obligaciones y responsabilidades como tal, pues lo que determina esta 
cesación no es el registro de la renuncia, remoción, muerte, incapacidad o 
cualquier otra circunstancia que ponga fin al ejercicio de sus funciones, 
sino la inscripción cómo representante legal o revisor fiscal de la persona 
llamada a reemplazarlo. 
  
En efecto, a pesar de que el artículo 163 del Código de Comercio permite el 
registro de la revocación de los administradores o revisores fiscales, no es 
ésta inscripción la que pone fin a las obligaciones y responsabilidades de 
quienes ejercen estos cargos, sino que, por mandato de las normas 
acusadas, solamente el “registro de un nuevo nombramiento” desvincula 
definitivamente tal responsabilidad suya frente a la sociedad” (Negrilla 
fuera del texto) 
  
Así las cosas, el registro del nombramiento de representante legal o revisor 
fiscal tiene un carácter constitutivo, en la medida que tal designación sólo 
produce efectos jurídicos cuando ha sido inscrita en la respectiva cámara 
de comercio. 
  
CONSIDERACIONES DEL CONSEJO TÉCNICO DE LA 
CONTADURÍA PÚBLICA (CTCP) 
  
En primera instancia, se tiene que la designación del revisor fiscal por la 
empresa o entidad contratante, según el artículo 163 del Código de 
Comercio “… no estará sujeta sino a simple registro en la cámara 
de comercio, mediante copias del acta o acuerdo en que conste la 
designación o la revocación. (…)” es decir, la entidad contratante tiene la 
responsabilidad de registrar en la cámara de comercio la designación 
correspondiente. Lo cual significa que este registro no es un deber o una 
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función propia del revisor fiscal, en atención, a que no es él quien realiza 
el acta, además y como lo dice el artículo citado, este es un “… simple 
registro”, es decir, es un registro de carácter informativo frente a terceros. 
La ley no determinó como requisito para la validez legal del inicio de las 
funciones del revisor fiscal, el registro de su designación, lo cual permite 
inferir que la calidad de revisor fiscal se adquiere por su designación y 
aceptación del cargo por el elegido, sin depender del registro en la cámara 
de comercio. De esta forma, si la entidad contratante omite el registro en 
cámara de comercio, esto no hace nula la designación del revisor fiscal, no 
invalida sus actos ni su atestación y firma en los documentos propios de 
sus deberes. 
  
A contrario sensu, el artículo 10° de la Ley 43 de 1990 dice “La 
atestación y firma de un contador público en los actos propios de 
su profesión hará presumir, salvo prueba en contrario, que el acto 
respectivo se ajusta a los requerimientos legales…”, esto indica que 
la atestación y firma del contador, entiéndase también “el revisor fiscal”, 
hará presumir que el acto es legal mientras no se le demuestre lo contrario. 
El revisor fiscal inicia con sus funciones, sus actos, su atestación y firma, 
desde su aceptación, sin que la ley le requiera verificar si la empresa o 
entidad contratante, registró el acta de su designación en la cámara de 
comercio. 
  
En el mismo sentido, el artículo 211 del Código de Comercio el cual 
expresa “El revisor fiscal responderá de los perjuicios que ocasione 
a la sociedad, a sus asociados o a terceros, por negligencia o dolo 
en el cumplimiento de sus funciones”, indica en atención a la unidad 
de materia normativa, que la responsabilidad legal en el cumplimiento de 
las funciones de revisor fiscal, le es exigible desde su aceptación con la cual 
se configura el acuerdo de voluntades entre las partes: empresa y contador 
público. 
  
El Consejo de Estado mediante sentencia de junio quince (15) de dos mil 
uno (2001), Radicación número: 25000-23-27- 000-1999-0322-01(11137) 
expedida por la Sección Cuarta, al respecto ha dilucidado claramente que 
la inscripción del Revisor Fiscal constituye acto declarativo, que no 
constitutivo1 . Indica: 
  
“Ahora bien, en relación con la inscripción de la designación del revisor 
fiscal en el registro mercantil, considera la Sala que dicho deber tiene como 
objeto el de dar publicidad del acto frente a terceros, es decir es declarativo, 
mas no constitutivo, ello se desprende de la lectura de los artículos 163 del 
Código de Comercio en concordancia con el artículo 29 numeral 4º ibídem, 
en cuanto disponen: 
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Artículo 163: “La designación o revocación de los administradores o de los 
revisores fiscales previstas en la ley o en el contrato social no se considerará 
como reforma, sino como desarrollo o ejecución del contrato, y no estará 
sujeta sino a simple registro en la Cámara de Comercio, mediante copias 
del acta o acuerdo en que conste la designación o la revocación”. 
  
Artículo 29: “El registro mercantil se llevará con sujeción a las siguientes 
reglas,….: 
  
4. La inscripción podrá solicitarse en cualquier tiempo, si la ley no fija un 
término especial para ello; pero los actos y documentos sujetos a registro 
no producirán efectos respecto a terceros sino a partir de la fecha de su 
inscripción”. 
  
Estima la Sala de lo anterior, que la designación del revisor fiscal tiene en 
el Código de Comercio una formalidad adicional (registro en la Cámara de 
Comercio), pero su omisión no afecta o supedita la existencia y validez del 
acto de nombramiento, pues una vez elegido el revisor fiscal él debe 
iniciar el cumplimiento de sus funciones y asumir las obligaciones 
y responsabilidades propias de su cargo, por ello se dice que el 
registro mercantil es un acto declarativo, mas no 
constitutivo” Resalto no es del texto. 
  
Por lo analizado, el Consejo Técnico de la Contaduría Pública expresa con 
el fundamento legal citado, que el registro del nombramiento del revisor 
fiscal en cámara de comercio, tiene un carácter meramente declarativo e 
informativo para efectos de la publicidad frente a terceros; mientras que la 
designación como revisor fiscal es de carácter constitutiva, toda vez que lo 
habilita para asumir el cargo, ejercer sus funciones y facultades, así como 
le exige responder por sus funciones, desde su nombramiento. 
  
De ahí se entiende la exigencia del artículo 163 del Código de Comercio, 
de que para el registro solamente se exija copia del acta o acuerdo en que 
conste la designación o revocación, debido al valor probatorio que le 
concede la Ley a las misma mediante el artículo 189 del mencionado 
Código. 
  
Complementariamente, el artículo 901 del Código de Comercio referido a 
la inoponibilidad, establece que “Será inoponible a terceros el negocio 
jurídico celebrado sin cumplir con los requisitos de publicidad que la le 
exija.”, el cual tiene su razón de ser frente a la responsabilidad del revisor 
fiscal en los términos del artículo 211 del citado Código. 
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De ahí que el Consejo Técnico de la Contaduría Pública ya ha manifestado 
este conocimiento en diferentes conceptos, como los que se citan a 
continuación: 2021-0553 / 2020-1086 / 2019-0685 / 2019-0950, entre 
otros. 
  
En este sentido es importante mirar el resumen de la jurisprudencia citada 
relacionada con la posición del Consejo de Estado[2 ]: 
  
“REVISOR FISCAL - La omisión de la inscripción en el registro 
mercantil no invalida su nombramiento / REGISTRO 
MERCANTIL - Es un acto declarativo no constitutivo / FIRMA 
DEL REVISOR FISCAL - No implica omisión en la declaración el 
hecho de no estar inscrito en el Registro Mercantil / CAMBIO DE 
JURISPRUDENCIA - El no estar inscrito el nombramiento del 
revisor fiscal no implica tener la declaración por no presentada / 
DECLARACION QUE SE TIENE POR NO PRESENTADA - Es 
improcedente cuando la firma es de un revisor Fiscal nombrado 
legalmente / DECLARACION DE INGRESOS Y PATRIMONIO - 
Improcedencia de la sanción cuando la firma es de Revisor Fiscal 
nombrado aunque no inscrito en el Registro Mercantil.” 
  
“La designación del revisor fiscal tiene en el Código de Comercio una 
formalidad adicional (registro en la Cámara de Comercio), pero su omisión 
no afecta o supedita la existencia y validez del acto de nombramiento, pues 
una vez elegido el revisor fiscal él debe iniciar el cumplimiento de sus 
funciones y asumir las obligaciones y responsabilidades propias de su 
cargo, por ello se dice que el registro mercantil es un acto declarativo, mas 
no constitutivo. Por todo lo anterior, considera en esta oportunidad la Sala 
que no procede aludir como “omisión” de la firma del revisor fiscal, la 
razón de que su nombramiento no ha sido inscrito en el registro mercantil, 
toda vez que sería darle al registro un alcance superior del que realmente 
tiene y sancionar por un hecho no previsto en el literal d) del artículo 580 
del E.T. En este orden de ideas y siendo obligatoria la firma del revisor 
fiscal en la declaración de ingresos y patrimonio, como lo dispone el 
artículo 599 del Estatuto Tributario, para el presente caso está demostrado 
que la persona que suscribió en calidad de revisor fiscal las declaraciones 
de ingresos y patrimonio que la actora presentó por los años gravables de 
1994 y 1995, fue nombrada por ella y para la fecha de la presentación de 
los mencionados denuncios ejercía dicha función, en consecuencia no era 
dable imponer la sanción por incumplimiento en la presentación de la 
declaración de ingresos y patrimonio, prevista en el artículo 645 del 
Estatuto Tributario, al no darse el supuesto de hecho contenido en el literal 
d) del artículo 580 ibídem.” 
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En los términos anteriores, se pronuncia el Consejo Técnico de la 
Contaduría Pública (CTCP), frente al concepto emitido recientemente por 
la Superintendencia de Sociedades mediante el oficio de la referencia. 
Documento aprobado en sala realizada el 28 de agosto del año en curso, 
como consta en el Acta No. 56. 
  
Cordialmente, 
  
Jimmy Jay Bolaño Tarrá 
Presidente CTCP”. 

 
 
 
SÍGUENOS EN TWITTER 
 
FAO 
31 de agosto de 2023 


